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CAPÍTULO I

CUESTIONES BÁSICAS


La Ley de procedimientos mercantiles fue creada para formar parte del cuerpo del código de procedimientos civiles, bajo el título “Procedimientos Mercantiles”; de tal manera que en el mismo código, se regulaban los trámites judiciales con los cuales se reclamaban obligaciones particulares aisladas, regulaba también, las obligaciones particulares de actos masivos realizados por los comerciantes; sin embargo, del Art. 586 en adelante, se daban las normas a aplicar en el juicio ejecutivo civil; y, partiendo del Art. 1351 (Art. 49 en la Ley de Procedimientos Mercantiles) los trámites del juicio ejecutivo mercantil, con palpables variaciones.


La idea principal de crear un nuevo “Código Procesal Civil y Mercantil”, además de modernizar algunas prácticas procesales, que si bien tenían cierto grado de funcionalidad, ya no respondían a las exigencias prácticas de la sociedad y del derecho moderno, debe ser la unificación de procesos, que teniendo el mismo contenido, tradicionalmente han tenido tratos diferenciados, simplemente por comparecencias diferenciadas, para el caso, el juicio ejecutivo, cuya acción se funda en un documento con fuerza suficiente, se origine a favor de un comerciante o de un no comerciante; la idea principal es siempre trabar embargo en bienes propios en el ejecutado y rematarlos en pública subasta, para así, obtener la satisfacción de las pretensiones del ejecutante.


Indudablemente que los ideales utilizados como argumento para promulgar un nuevo código, están arraigados en la necesidad de agilizar los procesos civiles, mejorar la apariencia de la administración de justicia para los particulares y la creación de procesos mucho más versátiles, flexibles y accesibles:

a) Reduciendo el excesivo formalismo procesal;

b) Disminuyendo los tiempos en que se resuelven las cuestiones procesales e incidentales;

c) Eliminando trámites innecesarios; y

d) Reduciendo la cantidad de juicios a: monitorios, declarativos y especiales.

El nombre de “Código Procesal Civil y Mercantil” crea expectativas enormes, en relación a superar la fase de limitación procedimental que imperaba en el viejo código de procedimientos civiles, el cual aludía únicamente a los “procedimientos”, fase muy específica y parcializada del proceso civil; no obstante, el contenido de dicho código (viejo) incluía los procesos y procedimientos, aunque de la manera ineficiente que ya se ha aludido.

El objeto de este trabajo no es comparar el viejo código de procedimientos civiles, con el nuevo “Código Procesal Civil y Mercantil”; pues hay tanta diferencia, que lo mejor es dejar a aquél en las gavetas de la historia del derecho procesal salvadoreño y comenzar a estudiar lo nuevo y superar de una vez la etapa de transición, que indudablemente traerá complicaciones prácticas.

Como todo código moderno, éste incluye una serie de principios procesales, acordes a las tendencias garantistas de la Constitución de la República (1983); reglas procesales y derechos fundamentales aplicables a la propia naturaleza de los procesos civiles/mercantiles, por esa razón, este trabajo comienza apreciando estos criterios generales.

1.- PRINCIPIOS PROCESALES

Conceptualmente, podemos decir que: “Son los criterios que rigen la estructura y funcionamiento de todo proceso civil, y marcan los rasgos que fundamentalmente lo diferencian de otros procesos.”
/   

Es necesario señalar que estos preceptos suelen limitarse a meros formalismos y que potencialmente ocurrirá lo mismo con el nuevo proceso civil y mercantil, pues en manos de los mismos actores que convirtieron al derecho procesal penal acusatorio en una burla a la justicia; formalmente acusatorio y realmente inquisitivo, el nuevo código está a las puertas de navegar por aguas de inseguridad jurídica.
1.1.- DERECHO A LA PROTECCIÓN JURISDICCIONAL

El primer artículo presenta un gran avance en materia procesal, pues se refiere al derecho que “todo sujeto” tiene de “plantear su pretensión ante los tribunales”, pues enfoca la trascendencia de dicho derecho en la pretensión misma y no a un formalismo, como sería la conjunción entre acción y pretensión; pues se pasa de un proceso basado en exigencias formales a un proceso de pretensiones materiales. El mismo artículo concede la potestad al demandado de oponerse y a ambos a “ejercer todos los actos procesales que estime  convenientes  para  la  defensa  de  su  posición…” Esto se sustenta en el Art. 14 que ordena a los jueces a dirigir los procesos de conformidad con la ley aún y cuando las partes incurran en errores, lógicamente, que debe tratarse de errores de derecho, pues son los que pueden ser saneados por el juzgador (iura novit curia) y no los de hecho, que deben ser saneados por las partes so pena de inadmisibilidad o de improponibilidad.

En la práctica, por modernas que sean las leyes procesales, los jueces suelen desfavorecer a algunas de las partes por falta de fundamentos legales, ignorando el principio iura novit curia.


El primer artículo establece también, el derecho a que tienen las partes a que sus pretensiones sean resueltas conforme a la Constitución de la República y a las leyes secundarias, específicamente, en el Código Procesal Civil y Mercantil.

Aparentemente, los terceros opositores no cuentan con derechos reconocidos en el artículo primero; sin embargo, dicha disposición no distingue entre demandantes y demandados, sino que se limita a otorgar a todo sujeto el derecho a plantear sus pretensiones y a oponerse a ellas; los terceros opositores, o bien, se ponen de lado del demandante, o bien se ladean por el demandado, sea porque comparten el mismo derecho o porque poseen derechos relacionados con aquellos. (Ver Art. 7)

Otra cuestión de apariencia en el artículo primero es la competencia, pues en dicha disposición no se específica que los tribunales deben ser competentes y da la impresión que los errores en cuanto a competencia deberían ser depurados procesalmente, pero esto no es así, ya que el artículo 40 aclara este punto, declarando improponible in limine, la demanda cuyo defecto es precisamente, la carencia de competencia; la misma apreciación podría hacerse de la falta de jurisdicción, no obstante, el Artículo 24 también sanciona con improponibilidad la falta de jurisdicción.
1.2.- VINCULACIÓN A LA CONSTITUCIÓN, LEYES Y DEMÁS NORMAS

El Artículo 2 vincula a los jueces a: 1) Conocer; y 2) Obedecer: a) La Constitución de la República; b) Las leyes; y c) Todas las normas del ordenamiento jurídico.


El inciso segundo se refiere a la potestad de los jueces de clasificar las leyes secundarias y declararlas inconstitucionales e inaplicables (Art. 149 Cn.)

El inciso tercero prohíbe violar derechos y libertades fundamentales, para la obtención de pruebas, como sería el caso de forzar la ratificación de un documento que contenga obligaciones; falsificar documentos y firmas; etc.

Tradicionalmente, los jueces han resuelto basándose en las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles, pero cuando se ha tratado de aplicar otras normas del ordenamiento jurídico, sino se les específica el decreto y el artículo, resuelven sin lugar por falta de fundamento legal, aún y cuando se presente correctamente el principio.

La vinculación a la Constitución y a las demás leyes, tiene que ver con los siguientes principios:

a) Independencia judicial;

b) Libertad interpretativa; y
c) Estado Constitucional de Derecho.


“Por eso la independencia judicial se cifra sobre todo en la libertad interpretativa de los jueces: la interpretación de la ley no puede estar influida por instancias externas al propio juzgador. Pero además, para que el juez sea independiente, suelen establecerse una serie de garantías…”
/ a) Separación de la política partidaria: b) Un sistema de recusación y apartamiento de jueces; c) Prohibición de militancia política…
1.3.- PRINCIPIO DE LEGALIDAD

El tercer artículo exige que el Juez sea competente y que los procesos se realicen conforme la ley establece; que dichos procesos no pueden ser alterados por ningún sujeto procesal, lo que nos recuerda lo que establecía el Código de Procedimientos Civiles: “La dirección del proceso está confiada al Juez, el que la ejercerá de acuerdo con las disposiciones de este Código, teniendo presente que los procedimientos no penden del arbitrio de los Jueces, quienes no pueden crearlos, dispensarlos, restringirlos ni ampliarlos, excepto en los casos en que la ley lo determine. Sin embargo, accederán a todo lo que no estuviere prohibido y proporcione alguna facilidad al solicitante o mayor expedición en el despacho, sin perjudicar a la defensa de la otra parte.”

“Las formalidades previstas son imperativas. Cuando la forma de los actos procesales no esté expresamente determinada por ley, se adoptará la que resulte indispensable o idónea para la finalidad perseguida.” Inciso 2º Art. 3.
De este inciso pueden surgir dificultades prácticas, al permitir libertad en los actos procesales y es que, eventualmente pueden verificarse dos realidades: 1) Puede surgir la tendencia más lógica, que sería irregularizar ciertos actos procesales, siendo más correctos en algunos tribunales; y 2) Que se forme una línea generalizada, pero que no sea muy favorable a los intereses de los litigantes. Y es que los procesos se construyen para ser favorables a los intereses de las personas que intervienen en los juicios (partes), pero en la práctica se re-interpretan para ser favorables a los intereses de los juzgadores, sobre todo en materia de disminuir la carga de trabajo; es decir, de permitirse relajamientos laborales y de exigir estricto cumplimiento de plazos a las partes, por ejemplo, lo establecido en el Artículo 143 “Los plazos conferidos a las partes  para  realizar  los  actos procesales son perentorios e improrrogables, salvo disposición en contrario.” Esta disposición no existe para los plazos conferidos a los jueces para realizar sus actos procesales. Por otro lado y si bien, los jueces cuentan con plazos para realizar sus actos, permanentemente los evaden, con el famoso argumento “Por recarga de trabajo no cumpliremos el plazo de ley…” haciendo de esta practica, la regla general.
1.4.- PRINCIPIO DE DEFENSA Y CONTRADICCIÓN

El Art. 4 tuvo cuidado de no utilizar el término “reo”
/ que se empleaba en el Código de Procedimientos Civiles, es más, tampoco habló de demandado, aunque éste último término sí fue utilizado aproximadamente unas ciento cuarenta y tres veces, en todo el cuerpo del Código Procesal Civil y Mercantil; sin embargo, queda claro que este artículo está refiriéndose a la parte material contra quien se plantea la pretensión civil o mercantil y que a ésta se le permite “defenderse en el proceso, interviniendo en las actuaciones y articulando los medios de prueba pertinentes”; de la apreciación de esta disposición, podríamos concluir que la representación técnica no es indispensable; pues está manifestando que la parte material podrá defenderse, intervenir y articular medios de prueba: otra vez es necesario acudir a otro artículo, para resolver este asunto, en esta ocasión, se trata del Art. 67, que expresa: “En los procesos civiles y mercantiles será  preceptiva
/ la comparecencia por medio de procurador, nombramiento que habrá de recaer en un abogado de la República, sin cuyo concurso no se le dará trámite al proceso.” De relacionar los artículos 4 y 67 caemos en la solución que, una vez más, han hecho de la asesoria técnica, una obligación procesal.

En este caso se le dio una tendencia moderna, al añadir el derecho de contradicción, que va implícito en la comunidad de la prueba y al derecho de defensa, que no es otra cosa que la potestad que se tiene de actuar en provecho propio y revelar así, acusaciones y/o reclamaciones falsas, sea por medio de la prueba aportada en su contra o aportando las específicas para sus fines.

El derecho de contradicción implica también presencia física en todas aquellas actuaciones que podrían generar perjuicios, sea materiales o procesales.

	 
	 Hacen presencia física

	 
	 Aportan elementos

	Contradicción
	 Desvirtúan

	 
	 Argumentan

	 
	 Contra-argumentan



Las actuaciones procesales, siguen siendo de los mismos actores procesales: actor, demandado y juez o tribunal: Donde acto procesal “Es la unidad de actuación procedimental cuya suma constituye el proceso…”
/   

En dicho artículo 4, se establece como regla general, que toda actuación, debe realizarse con cita de partes y que solamente en casos muy excepcionales y  cuando la ley lo permita expresamente, se omitirá la comparecencia de alguna de ellas.
1.5.- PRINCIPIO DE IGUALDAD PROCESAL

Las partes dispondrán de los mismos derechos, obligaciones, cargas y posibilidades procesales durante el desarrollo del proceso. Art. 5.

De le simple lectura de esta disposición, se puede deducir, que se ha tomado como igualdad, al trato igualitario de las personas. Que si se permite avanzar un paso a uno; debe concederse la misma ventaja, al otro: justicia tradicional. Sin embargo, las personas no son iguales y el trato igualitario, no siempre implica equidad o justicia.

En este punto, sería necesaria la creación de un reglamento de igualdad procesal, donde se regulen las normas específicas de equidad, partiendo de las posibles desigualdades en que incurran las personas que intervienen en los procesos.

1.6.- PRINCIPIO DISPOSITIVO

Este principio, por virtud del cual, el titular del derecho es el único facultado para realizar los movimientos y formular las peticiones necesarias para hacerlos valer, existió y no solo eso, fue la base del Código de Procedimientos Civiles. Actos, movimientos y peticiones, intraprocesales están dentro de la amplitud de políticas que pueden ser puestas en movimiento por las partes procesales. Por supuesto, que la primera actuación, orientada a este principio es la demanda, la cual vamos a entender como una expresión de voluntad, plasmada por escrito, que reuniendo algunos formalismos, reclama de persona determinada, la creación, modificación o la extinción de un derecho.

El hecho de iniciar un proceso, materializa la naturaleza misma del carácter dispositivo del derecho procesal civil y mercantil, pues, sin demanda, no hay proceso y sin proceso, no hay sentencia. Entonces, aquí es donde resulta oportuno distinguir entre pretensión y petición; donde la primera no es efectiva sin la segunda, pues podría limitarse a un simple planteamiento mental, sin llegar a concreciones procesales. Es el hecho de presentarse como petición ante los tribunales competentes, lo que la convierte en una actuación procesal y requisito indispensable del principio dispositivo.

Hay que poner en movimiento, el proceso y el órgano jurisdiccional, mediante actuaciones procesalmente válidas.


Ahora bien, las actuaciones procesales o actos procesales, son la especie de una realidad jurídica mucho más amplia, a saber, los actos jurídicos; que no son más que la voluntad de las personas expresada, de acuerdo a formulas legales (venta, hipoteca, arrendamiento, etc.) preestablecidas y con el fin de producir efectos de naturaleza jurídica. Cuando estos actos se enfocan en un proceso judicial, cuyo objeto es la reclamación de derechos reales, personales o sobre sociedades mercantiles, entonces entramos al campo de aplicación del Código Procesal Civil y Mercantil.
1.7.- PRINCIPIO DE APORTACIÓN

Esta íntimamente relacionado con el principio dispositivo; pero es específico al hecho de aportar pruebas y argumentos, dentro del proceso. “El  juez  no  podrá  tomar  en  consideración  una  prueba  sobre  hechos  que  no hubieran sido afirmados o discutidos por las partes o terceros. Art. 7.

“La proposición de la prueba corresponde exclusivamente a las partes o terceros; sin embargo, respecto de prueba que ya fue debida y oportunamente aportada y controvertida por las partes, el juez podrá ordenar diligencias para mejor proveer con el fin de esclarecer algún punto oscuro o contradictorio, de  conformidad a lo dispuesto en este Código.”

“El principio dispositivo establece que las partes son libres para iniciar, proseguir y terminar el proceso correspondiente. El principio de aportación de parte, que es consecuencia del anterior, lo reafirma estableciendo que son las partes las que aportan los hechos al proceso para configurar su objeto.”
/   

Como podemos constatar, ni el principio dispositivo ni el de aportación, son novedades del Código Procesal Civil y Mercantil.
1.8.- PRINCIPIOS DE ORALIDAD Y PUBLICIDAD

Según los artículos 8 y 9, los actos procesales deben ser expresados verbalmente y frente a todas las personas que tienen intervención procesal; tomando en cuenta, que generalmente, en los procesos civiles y mercantiles, las pruebas son de tipo documental, donde el órgano de prueba no puede expresarse verbalmente; a diferencia de la prueba testimonial, que si puede hacerlo.

La  restricción  de  la  publicidad  de  las  audiencias  deberá  acordarse  en resolución debidamente motivada, en la que se precisen de manera expresa y clara las razones de dicha restricción, así como la determinación de quienes, además de las partes, sus apoderados o representantes, podrán estar presentes en las mismas.

Las  partes,  sus  apoderados,  representantes, los  abogados  y  cualquiera otra persona que alegue algún interés jurídicamente protegido, tendrán acceso al expediente judicial.

1.9.- PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN

Aunque éste principio no fue creado pensando en el proceso civil, sino más bien, en el proceso penal, donde es muy importante para el juez observar la actitud del imputado y la forma en como se comporta en relación a los actos procesales; ahora bien; en el proceso civil, sí sería beneficioso, que el juez esté presente en la toma de pruebas y en las audiencias.

“El juez deberá presidir personalmente tanto la celebración de audiencias como la práctica de los medios probatorios, quedando expresamente prohibida la delegación de dicha presencia, so pena de nulidad insubsanable.”

La excepción a esta regla, es únicamente que un acto procesal haya de realizarse fuera de la región jurisdiccional del tribunal, en cuyo caso, dicha actuación deberá ser presidida por juez, por comisión.
1.10.- PRINCIPIO DE CONCENTRACIÓN

Esto implica celeridad, rapidez en el desarrollo del proceso, pues significa que después de celebrado un acto procesal, no puede transcurrir mucho tiempo para continuar con el siguiente.

Si una audiencia requiere más de una sesión, se llevará a cabo en los días subsiguientes hasta darla por concluida, pudiéndose ordenar por el juez que la misma continúe en días no hábiles.


“Si una audiencia requiere más de una sesión, se llevará a cabo en los días subsiguientes hasta darla por concluida, pudiéndose ordenar por el juez que la misma continúe en días no hábiles.”

1.11.- PRINCIPIO DE VERACIDAD, LEALTAD,  BUENA FE Y PROBIDAD PROCESAL

De esto pueden surgir varias paradojas. “Las  partes,  sus  representantes,  sus  abogados  y,  en  general, cualquier  partícipe  en  el  proceso,  deberán  actuar  con  veracidad, lealtad, buena fe  y probidad procesal.” Como primer punto, los abogados actuando como procuradores, deben lealtad a sus representados, para esto, deben guardar sus secretos, sean estos buenos o malos. Pero la disposición comienza exigiendo “veracidad” y en atención a esto un abogado podría incurrir en patrocinio infiel, que es una infracción a la responsabilidad profesional; en cuanto a la buena fe, aparentemente es una exigencia viable; implicaría, sin embargo, dar elementos a la parte contraria, cuando existan, faltando así, a la lealtad que se tiene con la persona a quien se representa. Lo cierto es que las personas se hacen representar por profesionales de la ley, para que sus intereses sean íntegramente defendidos y que se hagan valer por medio de mecanismos jurídicamente válidos. Esto nos lleva a la propiedad de legislar por una probidad procesal, pues la honradez en la tramitación, sin acudir a mecanismos innecesarios o dilatorios, es un buen principio de derecho.

Ahora bien, falsificar pruebas y alterar documentos, no implica faltar a la verdad, es cometer delito, lo cual debe conllevar a realizar investigaciones y a aplicar sanciones de tipo penal, muy aparte del ámbito procesal civil y mercantil.

Quizás, el legislador quiso incluir palabras bonitas, idílicas y hasta cierto punto, sin sentido; pues en todo caso, quienes deben actuar con veracidad, lealtad y buena fe, son los jueces; pues son quienes adquieren un grado de certeza de lo que es cierto o de lo que tiene apariencia de verdad; sin embargo, los jueces siempre quieren desentenderse de estos principios, endosándoselos a los abogados litigantes.
La práctica nos ha dejado bien claro que los jueces no quieren libertad en el momento de tomar sus resoluciones, sino tomarlas en total oscuridad, sin que nadie conozca ni razones ni motivos.
Entonces, una correcta representación, adecuada interposición y transparente administración de justicia, son los principios que van a configurar un proceso civil y mercantil apegado a derecho y con justicia.

“La  infracción  de  las  obligaciones de  veracidad,  lealtad, buena fe y  probidad procesal se sancionará con la condena en costas, y  con el  resarcimiento de los daños y   perjuicios   que   hubiera   causado   el   infractor; sin perjuicio, de que el juez remita  a  la  Sección  de  Investigación  Profesional  de  la  Corte  Suprema  de Justicia la respectiva certificación sobre la conducta de  los abogados intervinientes.”

Es de notar de esta disposición la tendencia de predisponer mala fe en los litigantes; pero nunca de los jueces; sin mencionar, lo difícil que sería deducir el tipo de responsabilidades a que hace referencia.

1.12.- PRINCIPIO DE DIRECCIÓN Y ORDENACIÓN DEL PROCESO

“La  dirección  del  proceso  está confiada al juez, quien la ejercerá de acuerdo a lo establecido en este código… Iniciado  el  proceso,  el  juez  impulsará  su  tramitación,  disponiendo  las actuaciones oportunas y adecuadas para evitar su paralización, adelantando su tramite con la mayor celeridad posible; por tanto, será responsable de la ordenación del proceso, así como de cualquier demora ocasionada por su negligencia.”

Visto a la rápida, pareciera que esta disposición no presenta mayor diferencia a lo que normaba el código de procedimientos civiles; sin embargo, cuenta con una pequeña diferencia, el juez evitará que el proceso se paralice, para ello, dispondrá de las actuaciones oportunas; pero qué significa para el legislador “disponer de las actuaciones oportunas” y más aún, adelantar su trámite con la mayor celeridad posible; sobre todo, cuando el principio dispositivo (Art. 6) ordena lo contrario. Entonces, el impulso del proceso corresponde a las partes (Principio dispositivo) o a los jueces (Art. 14) Será acaso, que los jueces resolverán antes de recibir las respectivas peticiones de las partes; de tardarse décadas para resolver, pasarían a resolver antes que se les pida o probablemente, los jueces notificarán a las partes en cada etapa, lo que tienen que hacer de su parte para impulsar el proceso.

Ahora bien, los jueces podrán mantener al tanto a las partes del derecho latente con que cuentan en cada momento procesal; pero no pueden evitar que la negligencia de aquellos actúe y dejen pasar el tiempo sin hacer lo que les corresponde; sobre todo cuando en el artículo 133 se establece el término para que opere la caducidad de la instancia, como sanción procesal a las partes que “pese al impulso de oficio de las actuaciones, no se produzca  actividad procesal alguna.” Vuelve a quedar latente la misma contradicción; si el impulso es de oficio, como podrá no producirse actividad procesal.


La caducidad de la instancia (Art. 133) solamente opera cuando el impulso del proceso le corresponde a las partes (Art. 6); pero el Art. 14 está diciendo que le corresponde al Juez y el Art. 133, intenta conciliar ambas disposiciones. Pareciera que los redactores no se pusieron de acuerdo en este punto.

Es igualmente absurdo sancionar a las partes con caducidad de la instancia, por la inactividad cometida por el Juez, quien es responsable del impulso procesal. (Art. 14 y 133); sin embargo: “La caducidad de la instancia se declarará  por  medio  de  auto,  que contendrá, conforme a las reglas generales, la  condena en costas contra la parte que hubiera dado  lugar a aquélla”


“En los procesos extinguidos por caducidad, las pruebas producidas no conservarán su validez legal y no podrán hacerse valer en otro  proceso posterior, salvo la instrumental, los informes periciales y la que hubiera sido anticipada; dichas pruebas se  podrán  introducir en nuevo  proceso iniciado…”

A todo esto hay que añadir que: “Los plazos conferidos a las partes  para  realizar  los  actos procesales son perentorios e improrrogables, salvo disposición en contrario.” Art. 143.

Es perentorio el plazo que hace precluir los derechos pendientes, en el preciso momento que se agota la fracción última de tiempo que lo compone, sin que a ese momento se hayan ejercido debidamente aquellos.


El Código Procesal Civil y Mercantil, debe especificar qué actuaciones necesariamente deben ser impulsadas por las partes y cuáles son las que serán impulsadas de oficio por el Juez que conozca la causa; porque así como está planteada la ley deja abierta la posibilidad a los jueces de impulsar los procesos cuando así lo quiera y no cuando sea legalmente oportuno; ni siquiera se deja un criterio de oficiosidad.

1.13.- PRINCIPIO DE GRATUIDAD DE LA JUSTICIA

Esto está relacionado con el derecho en sí y con su ejercicio, ya que reclamar algo por medio de un juicio civil/mercantil implica costos económicos; en primer lugar porque la comparecencia por medio de procurador es obligatoria, pero esto no implica que sea necesario contratar los servicios de un abogado particular para poder acceder al foro civil/mercantil; existen las oficinas de procuración gratuita, como la PGR y la clínica jurídica en la Universidad de El Salvador. Art. 16. 
CAPÍTULO II

REGLAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS NORMAS PROCESALES
2.1.- ÁMBITO MATERIAL DE APLICACIÓN DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL Y MERCANTIL

Al código de procedimientos civiles se solía criticar por estar dedicado precisamente a los procedimientos, el artículo 1 decía: “los procedimientos que sirven…” por estar, los procedimientos orientados a dilucidar trámites de poca complejidad, generalmente, asuntos de jurisdicción voluntaria.

El Art. 17 en cambio, es más completo: “Los  procesos  y  procedimientos  civiles  y  mercantiles se tramitarán conforme a lo dispuesto en este código, sin perjuicio de lo previsto en tratados internacionales.”


Para Manuel Ossorio, proceso equivale a juicio, causa o pleito… la secuencia, el desenvolvimiento, la sucesión de momentos en que se realiza un acto jurídico.
/   

Ribó Duran, por su parte afirma que: “Cuando la resolución de los conflictos de intereses se refieren a situaciones reguladas por normas de Derecho privado, estamos ante el proceso civil. Este tiene por objeto la aplicación coactiva de las normas jurídicas privadas. Dada la gran variedad de ellas, el proceso civil puede subdividirse de acuerdo con las especialidades fundamentales del Derecho sustantivo privado que trata de aplicarse en el litigio cuestionado. Así, se habla de proceso civil en sentido estricto cuando la cuestión litigiosa se refiere a la aplicación de normas del Código civil o leyes especiales complementarias del mismo; de proceso mercantil, cuando se refiere a cuestiones reguladas por el Código de comercio o leyes mercantiles especiales; de proceso hipotecario, proceso notarial o proceso internacional privado, cuando el proceso judicial tiene por objeto cuestiones cuya respectiva regulación se encuadra en las materias aludidas. En este sentido, la distinción entre proceso civil ordinario y proceso civil especial, de un lado, y proceso ejecutivo ordinario y proceso ejecutivo especial, de otro, resulta ser un fecundo punto de partida para atender a la frondosa variedad de procesos especiales.”
/   

En relación a los procedimientos, “Capitant da a esta expresión dos significados: uno amplio, definible como la rama del Derecho que sirve para determinar las reglas de organización judicial, competencia, trámite de los juicios y ejecución de las decisiones de la justicia, lo que constituye el contenido del derecho procesal, y otro estricto o conjunto de actos cumplidos para lograr una solución judicial.”
/   
	                                   Trámite

Contenido
	Procesos
	Procedimientos

	Civiles
	En materia de derechos   reales y arrendamientos  de inmuebles que se hallen  en El Salvador.
	Diligencias no contenciosas

	Mercantiles
	Constitución, validez,  nuli-dad  o  disolución de personas jurídicas que tengan domi-cilio en El Salvador.
	                     ▄█


2.2.- INTERPRETACIÓN DE LAS DISPOSICIONES PROCESALES

En el Art. 18 se contiene una formula muy amplia, pero que prácticamente no nos lleva a ninguna parte, pero eso si, con  excelentes intenciones: “Las  disposiciones  de  este  código  deberán  interpretarse  de tal modo  que  se  procure la protección  y eficacia de  los derechos de las personas  y la consecución  de los fines que consagra la Constitución, dentro del respeto al principio de legalidad.” En primer lugar a qué derechos se refiere, por otro lado, de qué forma se van a conseguir los fines de la Constitución y para terminar, de qué manera, un juez inquisidor y excesivamente formalista (Como hay tantos) va a interpretar la ley en pro de los derechos de las personas, cuando la interpretación es un proceso mental, que jamás ha sido uniformado entre los jueces de la república.

Aunque después mejora la cosa cuando dice: “En consecuencia, el juez deberá evitar el ritualismo y  las interpretaciones que supediten la eficacia del derecho a aspectos meramente formales.” Aparentemente, con esto se soluciona todo, pero no es así, porque de qué manera evitarán los jueces el ritualismo y por otro lado, las interpretaciones que supeditan la eficacia del derecho a aspectos meramente formales vienen de la misma ley; y, acude la ley otra vez a una fuente que no es muy confiable, la interpretación de los jueces, quienes, si bien, conocen la ley, no están obligados a pensar de determinada forma y mientras estén abrigados al manto de la ley, no habrá manera de hacer valer este principio. Es que la práctica forense ha hecho de la interpretación, sinónimo de arbitrariedad.

Por otro lado, no existe infracción tipificada contra los jueces que falten a este principio y tampoco forma de denunciar o recurrir por tal situación de forma extraordinaria, como en el código de procedimientos civiles, existía el recurso de queja por atentado cometido o por retardación de justicia o como sería en éste caso, por excesivo formalismo o ritualismo procesal, ya que la regla aplicada al ciudadano y a los litigantes es “sin represión no hay cumplimiento”; no obstante, para los jueces y magistrados, se presume de derecho que cumplirán con las normas, no siendo así en la práctica; dicho incumplimiento se legitima por oficialidad y oficiosidad.
2.3.- INTEGRACIÓN DE LAS NORMAS PROCESALES Y APLICACIÓN SUPLETORIA DEL CÓDIGO

Aquí se ha acudido a la analogía una vez más y a los fundamentos y principios constitucionales y normativos del mismo Código Procesal Civil y Mercantil. Es decir, que a falta de disposición específica, se aplicará aquella que sea parecida, de la ley o de la Constitución o incluso, principios abstractos, que serán llevados a la concreción del caso, lógicamente, por el juzgador. Art. 19.

El Código Procesal Civil y Mercantil tiene aplicación supletoria, es decir, que en defecto de disposición específica en las leyes que regulan procesos distintos del civil y mercantil, las normas de este código se aplicarán supletoriamente. Art. 20.

La ley plantea la posibilidad de que se presenten casos concretos para los cuales, no se ha regulado nada y siendo así no los deja sin posibilidad de solución, por el contrario, establece que se aplique la ley por analogía; que se le apliquen principios establecidos por los tratadistas y autores de doctrinas jurídicas y por supuesto, otras normas de carácter jurídico que sean similares (de naturaleza civil)
CAPÍTULO III

JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA

Jurisdicción es la aptitud legal que tienen algunos profesionales, por virtud de nombramiento administrativo, de juzgar, aplicando razonamientos lógicos y en conocimiento pleno de la ley.

El objeto de la jurisdicción es administrar justicia; resolver litigios aplicando las leyes específicas, tanto adjetivas como sustantivas.

En la jerga jurídica se ha manejado un aforismo: “Todo juez tiene jurisdicción, pero no todo juez tiene competencia.” Esto por que la jurisdicción está circunscrita a una sede judicial específica, es decir, a una plaza determinada. (Ver ley orgánica judicial)

Competencia es la actitud, orientada por el mismo nombramiento administrativo, para resolver los asuntos que sobre una rama determinada se plantean en sede jurisdiccional.


En lenguaje forense, el término jurisdicción implica acudir ante un Juez con sede en un juzgado o tribunal de la República y ser parte en un pleito o litigio; es entonces cuando se habla de someterse a la jurisdicción de un tribunal competente; la jurisdicción, por su parte, está circunscrita a una localidad determinada, es decir, es territorial; a diferencia de la competencia que se aplica por materia conocida.

Todos los jueces de San Miguel, tienen jurisdicción dentro de los límites territoriales de dicha localidad; sin embargo, no todos son competentes; pues cada tribunal tiene una materia asignada por mandato de ley (Ley Orgánica Judicial)

Algunos tratadistas consideran que la jurisdicción es simplemente la facultad de administrar justicia, por virtud del vínculo administrativo que se forma entre el Estado y un Abogado de la República para que éste último desempeñe las funciones de Juez; de ahí que descompongan la competencia, por materia y por territorio. Esta última idea es recogida por el legislador en el Código Procesal Civil y Mercantil.

La Ley Orgánica Judicial establece la siguiente clasificación jurisdiccional:
TRIBUNALES DE PRIMERA INSTANCIA

· Juzgados de familia;

· Juzgados civiles;

· Juzgados mercantiles;

· Tribunales penales (Juzgados de instrucción y Tribunales de Sentencia)

· Juzgados laborales

TRIBUNALES DE SEGUNDA INSTANCIA

· Cámaras de familia;
· Cámaras de lo penal;

· Cámaras de lo civil;

· Cámaras de lo laboral;

· Cámaras de lo mercantil.

SALAS DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

· Sala de lo penal;

· Sala de lo civil;

· Sala de lo constitucional; y

· Sala de lo contencioso administrativo.

3.1.- JURISDICCIÓN EXCLUSIVA DE LOS TRIBUNALES CIVILES Y MERCANTILES SALVADOREÑOS
Son competentes los tribunales civiles y mercantiles salvadoreños para conocer de las distintas clases de procesos en los supuestos siguientes:
1° En materia de derechos reales y arrendamientos  de inmuebles que se hallen  en El Salvador.

2º Cuando  se  trate  de  la  constitución, validez,  nulidad o disolución de personas jurídicas que tengan domicilio en El Salvador, o de las decisiones de sus órganos.

3º Cuando la pretensión se refiera a la validez o nulidad de inscripciones practicadas en un registro público salvadoreño. Art. 21.
3.2.- OTROS SUPUESTOS DE JURISDICCIÓN DE LOS TRIBUNALES SALVADOREÑOS
Además de los casos del artículo anterior, los tribunales salvadoreños podrán conocer:

1º. Cuando  las  partes  se  hubieren  sometido  expresa  o tácitamente a    ellos;

2º. Cuando  el  demandado,  cualquiera  que sea su nacionalidad, tuviere domicilio o  residencia  en  El  Salvador.  Estará  en  esta  situación  la  persona  jurídica extranjera  con  agencia,  filial  o  sucursal  en el país,  en  lo que  corresponde  a  los actos y contratos celebrados por medio de éstas;

3º. Cuando la obligación debe ser cumplida en el país; y

4°. Cuando  la  pretensión  se  funde  en  un  hecho,  acto o negocio jurídico ocurrido, celebrado o con efectos en el territorio nacional. Art. 22.
3.3.- ABSTENCIÓN DE JURISDICCIÓN

Los tribunales civiles y mercantiles salvadoreños se abstendrán de conocer de los asuntos que se les sometan si concurre en tales asuntos, alguna de las circunstancias siguientes:

1° Cuando se haya formulado demanda o solicitado ejecución respecto de sujetos o bienes que gocen de inmunidad de jurisdicción conforme a las normas del Derecho Internacional.

2° Cuando, en virtud de un tratado vigente en El Salvador, el asunto se encuentre atribuido con  carácter exclusivo a la jurisdicción de otro Estado.

3º Cuando el asunto no le venga atribuido de acuerdo con lo dispuesto en el artículo anterior. Art. 23.
3.4.- EXAMEN DE LA FALTA DE JURISDICCIÓN
“Presentada la demanda, el tribunal examinará su jurisdicción y, si entiende que carece  de ella, la declarará improponible y pondrá fin al proceso.” Art. 24.
Cuando en una demanda no se cumpla con los requisitos de los artículos 21 y 22, es decir, que el tribunal ante quien se ha interpuesto la demanda, no tenga jurisdicción, la consecuencia legal es la declaratoria de improponibilidad.

“Si tal defecto es advertido hasta en etapas procesales posteriores, sea de oficio o a petición de parte, la abstención se acordará previa cita de todas las partes personadas para una  audiencia dentro de los cinco días siguientes al de la notificación, con suspensión del  procedimiento; sin embargo, cuando la parte no la hubiera pedido en su primera intervención, la alegación no surtirá  el efecto suspensivo a que se ha hecho referencia.” Art. 24.

La declaratoria de improponibilidad por falta de jurisdicción produce efectos de suspensión y de protección; esto plantea una evolución en el trato a la declaración de incompetencia que el código de procedimientos civiles regulaba, pues ya no se deja en la incertidumbre al demandante, quien debe comenzar todo desde el inicio, planteando nueva demanda, pero ante tribunal con jurisdicción.

3.5.- EFECTOS DE LA DENUNCIA DE JURISDICCIÓN
“La suspensión del procedimiento producida por la alegación de falta de jurisdicción no obstará a que el tribunal que conoce de la pretensión practique, a instancia de parte, cualquier  actuación de aseguramiento de prueba y adopte las medidas cautelares que considere  necesarias para evitar perjuicios irreparables que pudiere ocasionarle al demandante la  suspensión del procedimiento.”

La suspensión significa terminación anticipada y anormal del proceso, sin que pueda continuarse en las siguientes etapas procesales; por lo que la provoca una sentencia interlocutoria o auto, de las que ponen fin al proceso haciendo imposible su continuación. Sin embargo, no hace perecer el derecho principal, pues al no entrar a conocer sobre él, se vuelve imposible que se produzca la “cosa juzgada”. Por lo que queda expedito para la parte demandante, el volver a intentar su acción; mientras tanto, el juez que se está suspendiendo, puede tomar las medidas preventivas en provecho del actor, para evitar fraudes procesales o evasiones de las responsabilidades que se deduzcan a futuro del proceso por iniciar.

Aquí se plantea el dilema de siempre, en qué casos y circunstancias el juez va a declarar oficiosamente estas medidas de protección.

a) Actuaciones de aseguramiento de prueba; y

b) Medidas cautelares para evitar perjuicios irreparables.

En el primer caso, lo deja bien claro el Art. 25, que es a instancia de parte, pero por decisión judicial y bajo presupuestos no esclarecidos por la ley.
En el segundo caso, el juez debe considerarlas necesarias, lo que nos lleva a la idea de la oficiosidad, pero tampoco se aclara bajo que presupuestos legales, el juez debe considerar necesario tomar medidas cautelares para evitar perjuicios irreparables.

Lógicamente los presupuestos deben ser riesgo inminente y evidente de ocultación de bienes o de desprendimiento malicioso de dinero o bienes inmuebles o por lo menos que se genere duda sobre la responsabilidad del demandado. Para ello, el Juez debe hacer uso del libre razonamiento y un tanto las reglas de la sana crítica.
CAPÍTULO IV
COMPETENCIA Y PREJUDICIALIDAD

De la lectura simple del Art. 26 se deducen las dos dimensiones de la competencia: en razón de la materia y en razón del territorio; al decir que la competencia no puede indisponerse, salvo en razón del territorio: “La  competencia,  como  norma  general,  es  indisponible;  excepto en razón del territorio conforme a las reglas establecidas en este código.” Es decir, que la competencia en razón de la materia tiene que ser disponible siempre.

Es pues, la competencia, una orientación jurídica específica que nace de la aptitud legal de administrar justicia. Lógicamente, que para tener competencia, es necesario tener jurisdicción.
4.1.- COMPETENCIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA EN PLENO

La Corte Suprema de Justicia en Pleno conocerá:

1° De las abstenciones y recusaciones conforme a lo dispuesto en este código;

2° Del recurso de casación cuando la Sala de lo Civil ha conocido en apelación, con exclusión de los magistrados que integran dicha sala;
3° De los conflictos de competencia; y 

4º De los demás asuntos que determinen las leyes.


Art. 27.

4.2.- COMPETENCIA DE LA SALA DE LO CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
La Sala de lo Civil de la Corte Suprema de Justicia conocerá:

1º. De los procesos de exequátur;

2º. Del recurso de casación;

3º. Del recurso de  apelación  cuando  las  cámaras  de  segunda instancia hayan conocido en primera instancia 

4°. De la revisión de sentencias firmes; y

5º. De los demás asuntos que determinen las leyes.


Art. 28.
4.3.- COMPETENCIA DE LAS CÁMARAS DE SEGUNDA INSTANCIA
Las cámaras de segunda instancia conocerán:

1º. Del recurso de apelación;

2º. De  las  demandas  contra  el  Estado; y

3°. De los demás asuntos que determinen las leyes.

Art. 29.
4.4.- COMPETENCIA DE LOS JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA
Los juzgados de primera instancia conocerán:

1º. Del proceso común;

2º. De los procesos especiales  regulados en este  código,  sin Perjuicio de  lo  establecido  para  el  proceso  monitorio;

3º. De  la  ejecución forzosa,  conforme  a lo  previsto en  este código;

4º. De los demás asuntos que determinen las leyes de la República.

Asimismo  conocerá  el  juzgado  de  primera  instancia  de  los  procesos abreviados y de  los  monitorios  que se susciten en aquellas circunscripciones donde no exista juzgado de primera instancia de menor cuantía.


Art. 30.
4.5.- COMPETENCIA DE LOS JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA DE MENOR CUANTÍA
Los juzgados de primera instancia de menor cuantía conocerán:

1º. Del proceso abreviado;

2º  De los procesos monitorios;

3º  De la ejecución forzosa, conforme a lo previsto en este código; y

4º  De los demás asuntos que determinen las leyes.


Art. 31.
4.6.- COMPETENCIA DE LOS JUZGADOS DE PAZ
Los juzgados de paz conocerán de los actos  de conciliación, conforme a las reglas establecidas en este código. Art. 32.
4.7.- COMPETENCIA POR TERRITORIO

Otro criterio clásico para establecer la competencia en razón del territorio, es declarar competente al juez de la jurisdicción donde el demandado tiene su domicilio. El Art. 33 conservó éste criterio. Además de abrir la posibilidad que las partes acuerden vía contrato o cualquier otra manifestación expresa de voluntad, el someterse a la jurisdicción de determinados tribunales, tal y como lo permitía el código de procedimientos civiles.


Igualmente de clásico es el criterio de establecer la competencia por razón territorial, el declarar competente al juez del lugar donde se encuentra el bien objeto de litigio, por supuesto, cuando se trata de derechos reales.


En los procesos sobre cuestiones hereditarias, es competente el tribunal del lugar en  que el causante tuvo su último domicilio en el territorio nacional. Sin variantes con respecto al código de procedimientos civiles.


En los procesos sobre rendición de cuentas, será también competente el tribunal del lugar donde deban presentarse dichas cuentas, y si éste no está determinado, el del domicilio del demandante, poderdante o dueño de los bienes o el del lugar donde se desempeñe la administración. Art. 35.

Y en cuestiones accesorias, manteniendo la idea que lo accesorio sigue la suerte de lo principal: “En las demandas sobre obligaciones accesorias o que sean complemento de otras anteriores, será competente el tribunal que lo sea para conocer, o esté conociendo, de la obligación principal sobre la que recayeren.
4.8.- COMPETENCIA TERRITORIAL EN ACUMULACIÓN Y PLURALIDAD DE DEMANDADOS

Los mismos criterios se aplican a varios demandados, que sea causa principal, es decir, que sea fundamento de las demás; mayor número de pretensiones; y, la pretensión de mayor cuantía. Art. 36.

Cuando los demandados son varios y lo son por única pretensión, el juez competente será cualquiera que lo sea para cada uno de ellos. X demanda a Y y a Z y resulta que Y tiene domicilio diferente a Z; entonces la demanda podrá entablarse ante cualquiera de los jueces, bien del domicilio de Y o de Z.

4.9.- COMPETENCIA OBJETIVA

Competencia objetiva es aquella que determina el juez que conocerá y el trámite (Clase de juicio) según complejidad.


El Art. 37 establece como únicos criterios para establecer la competencia objetiva: la cuantía y la materia.

4.10.- COMPETENCIA FUNCIONAL

El tribunal competente para conocer de un asunto lo será también para conocer de las incidencias que surjan sobre él y para llevar a efecto sus resoluciones, sin perjuicio de lo dispuesto para la ejecución de las sentencias. Art. 38.
4.11.- PREJUDICIALIDAD

Este es un principio que interrelaciona los agentes que intervienen en el proceso civil y mercantil con el ministerio público, en asuntos que se salen de la competencia de aquellos para pasar a una tramitación penal. Art. 48.


También se contempla la prejudicialidad civil y mercantil, cuando en un proceso haya de resolverse cuestiones que por sí constituyan causa principal por separado. Art. 51.

CAPÍTULO V

ACTOS PROCESALES

Todo acto humano comienza con una idea, se traduce en una voluntad y se materializa en un hecho; cuando de ese hecho se crean, modifican o extinguen realidades que se representan en derechos jurídicos, entonces se trata de actos jurídicos, pero cuando lo que crean, modifican o extinguen, son realidades procesales, entonces, se trata de actos procesales.
	AUTOR
	HECHO

	PARTES (demandante – demandado)
	Actos procesales

	JUEZ
	Providencias judiciales



Cada una de las partes, realiza actos que lo tipifican, dependiendo de su rol procesal, estos son los actos típicos de cada una de las partes; pero hay actos que pueden ser realizados por cualquiera de ellos, indistintamente.

El acto más representativo de la parte demandante, es la demanda. No hay demandante sin demanda, así como tampoco hay demanda sin demandante: esto por el tradicional principio dispositivo que impera en el proceso civil, a pesar que ahora, se regula un parcial principio de oficiosidad; éste no puede ser absoluto en un proceso de naturaleza civil y/o mercantil, donde definitivamente, debe permanecer, aunque ya no en forma totalitaria, el principio dispositivo.

Para que un proceso civil/mercantil inicie, se necesita indefectiblemente, que el titular de un derecho o quien por mandato de ley tenga facultad de tutelar determinados derechos, por medio de la postulación profesional de un abogado, interponga un escrito de demanda, ante un juez competente; aquí no hay oficiosidad, sino que, lo que tenemos es disposición de parte (Principio dispositivo) de su propia pretensión.

Ahora bien, en cuanto a los actos intra-procesales, hay algunos que pueden ser resueltos oficiosamente por el juez, cuando la ley así lo dispone (Ver principio de oficiosidad); hay otros que deben ser dispuestos expresamente por alguna de las partes, los cuales sin tal intervención hacen paralizarse el proceso (Ver principio dispositivo y caducidad de la instancia)
5.1.- LA DEMANDA
“Todo proceso judicial principiará por demanda escrita, en la que el demandante interpondrá la pretensión.” Art. 276.

En su diccionario de derecho (1995), el español Luis R. Duran nos da una clara definición de demanda civil: “Es la declaración de voluntad de una persona, formalmente expresada en un escrito dirigido a un órgano jurisdiccional, solicitando que se inicie un proceso, comience su tramitación y culmine en una decisión que recoja la petición de derecho formulada en dicho escrito. Constituye el más significado acto de incoación del proceso…”


La demanda, es objeto de examen (oficiosamente) previo a su admisión, para determinar la jurisdicción y la competencia del juez, si éste entiende que carece de una o de otra, la declara improponible, en uno u otro caso. Art. 24 y 40.


El hecho que se produzca el incidente de falta de jurisdicción del juez, no impide que la parte demandante pida actos de seguridad, como actuaciones de aseguramiento de prueba y  aquellas medidas cautelares que considere necesarias para evitar perjuicios irreparables que pudiere ocasionarle al demandante la suspensión del procedimiento. Art. 25.

“La demanda debe contener:

1º La identificación del juez o tribunal ante el que se promueve;

2º El nombre del demandante y el domicilio que señale para oír notificaciones;

3º El nombre del demandado, su domicilio y dirección, estándose en otro caso a lo previsto en este código;

4º El nombre del procurador del demandante, su dirección, haciendo constar el número de fax o el medio técnico que le permita recibir comunicaciones directas del tribunal;

5º Los hechos en que el demandante funda su petición, enumerándolos y describiéndolos con claridad y precisión, de tal manera que el demandado pueda preparar su contestación y defensa;

6º Los argumentos de derecho y las normas jurídicas que sustenten su pretensión;

7º Los documentos que acrediten el cumplimiento de los presupuestos procesales, los que fundamenten la pretensión y los informes periciales;

8º Las peticiones que se formulen, indicándose el valor de lo demandado.

9º El ofrecimiento y determinación de la prueba.”

“Cuando sean varias las pretensiones que se plantean, se expresarán en la petición con la separación debida. Si las peticiones principales fuesen desestimadas, las que se hubieran formulado subsidiariamente se harán constar por su orden y en forma separada.”
“Según la clase de proceso de que se trate, la demanda podrá contener especificaciones distintas, conforme se determine en este código y en otras leyes.”

<<Se puede seguir haciendo aquél planteamiento, ya clásico, que la demanda es la primera actuación procesal y a la vez, es el primer escrito en el proceso.>>

La demanda puede ser rechazada por una de dos vías:
a) Improponibilidad; e

b) Inadmisibilidad.

En el primer caso: “Si, presentada la demanda, el juez advierte algún defecto en la pretensión, como decir (A) que su objeto sea ilícito, imposible o absurdo; (B) Carezca de competencia objetiva o de grado, o atinente al  objeto  procesal, como la litispendencia, la cosa  juzgada, sumisión al arbitraje, compromiso pendiente; (C) evidencie falta de presupuestos materiales o esenciales y otros semejantes, se rechazará la demanda sin necesidad de prevención por ser improponible, debiendo explicar los fundamentos de la decisión.” Art. 277
/

La inadmisibilidad de la demanda se da, en cambio, por dos motivos: 

i) Oscuridad en el escrito de demanda;

ii) Por omisión de alguno de los requisitos legales del Art. 276.

Previo a dictar auto declarando inadmisible la demanda, el juez debe prevenir a la parte demandante para subsanar su defecto en un plazo de cinco días.

	                               Formas(
Criterios
	Improponibilidad
	Inadmisibilidad

	Diferencias
	Admite recurso de apelación;

Salvo algunas excepciones, inhibe el volver a intentar la misma acción
	Solo admite recurso de revocatoria;

Deja intacto el derecho del demandante de volver a intentar su demanda

	Similitudes
	Se resuelve por medio de Auto
	Se resuelve por medio de Auto


5.1.1.- IMPROPONIBILIDAD DE LA DEMANDA

Es una forma inesperada, abrupta y repentina de atajar las consecuencias procesales de la demanda, cuya acción ha incurrido en ineptitud, diciéndole a su autor que su ejercicio es de imposible proposición. Obedece a políticas de sanidad procesal y pretende evitar un proceso que a la larga, de todos modos, sería inútil. Ante la evidencia del  defecto, la regla general debe ser la oficiosidad del juez en declararla, sin embargo, puede ser solicitada por persona interesada, sin embargo esto implicaría que el juez hubiera pasado por alto el defecto. En el fondo hay un resguardo de los intereses públicos, al propiciar la economía procesal.

La improponibilidad de la demanda es, entonces, de orden público y básicamente aprovecha, a la parte actora; ya que perdería tiempo en un proceso que de producir efectos procesales, no producirá efectos reales (sustantivos) y con lo cual, podría llegar a perder su derecho por la vía de la prescripción; aún y cuando, en apariencia, le afecta, pues frustra las pretensiones que plantea en su demanda, en un momento, terminando anormalmente el proceso en cuestión.

Indudablemente, que la improponibilidad, es una de tantas novedades del Código Procesal Civil y Mercantil, donde el legislador ha decidido ya no versar sobre la ineptitud de la demanda, que el código de procedimientos civiles regulaba de forma insuficiente.

Sin embargo, en el Código Procesal Civil y Mercantil, al regular la improponibilidad, al igual que en el “pr” que no se definía de forma alguna la ineptitud de la demanda, tampoco define la improponibilidad de la demanda, solamente se limita a enumerar taxativamente las causas por las que se declarará.

El “pr” nunca dijo cuáles eran las causas para declarar la ineptitud de la demanda; la doctrina legal se encargó de establecer dichas causas; en el caso de la improponibilidad sí se han regulado varias causales en el Código Procesal Civil y Mercantil.

5.1.2.- INADMISIBILIDAD DE LA DEMANDA

En los supuestos bajo los cuales se produce la inadmisibilidad de la demanda, no se da la caída del proceso in limini, por el contrario, el juez debe prevenir que el (o los) defecto (s) sean superados por el demandante.
Tanto la inadmisibilidad como la improponibilidad atacan al demandante y sus pretensiones pues en un momento determinado pueden llegar a inhibir la prosecución del juicio y obstaculizar las pretensiones de aquél.
Los defectos que llevan a la inadmisibilidad de la demanda son oscuridad y falta de formalidades establecidase o civil/mercantil 



.
La resolución con que se admite la demanda es un auto y no admite recurso alguno, por el contrario, el auto que la declara inadmisible, admite solamente el recurso de revocatoria.

Arts. 276, 278 y 279.
5.1.3.- CUASI CONTRATO DE LITIS CONTESTATIO

La demanda puede modificarse y ampliarse en cualquier momento, antes que se presente la contestación de parte del demandado; en ese preciso momento, los términos de la demanda no pueden variar, así como tampoco pueden acumularse ya más pretensiones. El demandado, por su parte, tiene la posibilidad de reconvenir en el mismo escrito en que contesta la demanda, pasado ese evento, es decir, una vez ha presentado dicha contestación, no puede reconvenir, tendrá entonces, que intentar su propia acción en otro juicio, por separado.

Art. 280.


Históricamente, a esto se le ha considerado una especie de cuasicontrato, pues las partes, sin consentir expresamente, admiten
/ los puntos a controvertir, sin que posteriormente puedan agregarse más o modificarse los ya incorporados. El proceso se desarrolla, entonces, limitado a lo que procesalmente conocen todas las partes, sin sorpresas repentinas.
5.1.4.- IMPACTO SOCIAL DE LA DEMANDA

La demanda surge de una pretensión personal, pero a partir de una realidad social, pues genera inseguridad en determinados bienes, por regla general, en relación a una o más personas, frente a terceros y debido a que el fin es crear seguridad jurídica, al definir la situación legal de determinados bienes, con el resultado procesal final, se genera certidumbre en relación a todas las personas en abstracto (sociedad) pues el tráfico jurídico es general y sin límites.

Juntamente con las relaciones jurídico – procesales, se desarrollan, o bien pueden desarrollarse eventualmente, relaciones económicas y patrimoniales, que pueden pertenecer a personas naturales o jurídicas, dedicadas a sus cuestiones particulares, productivas y/o laborales; o bien, a actividades propias del comercio en masa; es decir, de un comerciante o de un no comerciante.
Ahora bien, las acciones a ejercer, en un momento determinado, dependerán de la calidad de comerciante o de no comerciante que posea la persona; el primero, obviamente, es un profesional dedicado a una actividad específica de forma habitual, permanente y consuetudinaria, con habilidades especiales en el tráfico económico, (para hacer negocios) y en determinadas circunstancias, puede valerse de esa calidad propia, para hacer prevalecer sus intereses, sobre otras personas, para el caso, en los llamados “contratos de adhesión”, donde todas las cláusulas están orientadas a resguardar sus intereses, como comerciantes y nada más, donde la contraparte no suscribe derecho ni privilegio alguno para sí, solamente obligaciones.

Los comerciantes, generalmente se encargan de adquirir derechos privilegiados (hipotecas) o acciones ejecutivas (Títulosvalores: pagarés, letras de cambio, etc.); dependiendo de la clase de comerciante y de la capacidad económica del obligado; procesalmente, esto tiene un severo impacto social, pues entrega el control real de los procesos a una clase social, a los comerciantes, concretamente a los banqueros, quienes son los que mejor manejan la técnica de los contratos de adhesión y los créditos privilegiados simultáneamente.

Estas circunstancias pueden afectar negativamente a uno de los principios más importantes del nuevo proceso civil/mercantil, como es la igualdad; no hay igualdad, cuando se otorgan privilegios excesivos a determinadas personas, como en los contratos antes mencionados.

5.2.- CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

Generalmente, ésta es la primera intervención del demandado en el proceso; no se trata de una actuación obligatoria, sin embargo es potencialmente confrontativa. El demandado puede tomar varias actitudes:




En sentido positivo (allanándose) / Total o parcialmente. 131
a) Contestar la demanda;
En sentido negativo (rechazando) / Total o parcialmente.





No contestar


¿En qué momento y cómo se puede contestar la demanda?

A pesar que, casi todas las actuaciones procesales, deben ser en forma oral, la demanda y la contestación de la demanda, deben ser por escrito. Art. 147.

Generalmente, el demandante es el primero en actuar y el demandado, tiene la carga procesal de contestar a esa demanda; pero puede el demandante verse con la carga procesal de contestar demanda o mejor dicho contrademanda. Art. 286.


¿Cuáles son las consecuencias procesales del silencio del demandado? El demandado no contesta la demanda, por el contrario, guarda silencio: La consecuencia procesal inmediata es declararlo en rebeldía; aparentemente no hay mayor diferencia de lo que regulaba el código de procedimientos civiles.


La declaratoria de rebeldía, se produce automáticamente al transcurrir el plazo otorgado por la ley para contestar la demanda; a diferencia de lo que se daba en el “pr” donde, por prevalecer absolutamente el principio dispositivo, tenía que mediar solicitud de parte para proceder a declararla.


“La falta de personamiento del demandado en el plazo otorgado al efecto producirá su declaración de rebeldía, pero no impedirá la continuación del proceso, sin que deba entenderse su  ausencia como allanamiento o reconocimiento de hechos.” Art. 287.
CAPÍTULO VI

PROVIDENCIAS JUDICIALES

Luis Ribó Durán limita el contenido de las providencias a las resoluciones de menor trámite e impulso procesal, cuando afirma que providencia es la “Resolución judicial de carácter jurisdiccional que tiene por objeto la ordenación material del proceso para que éste siga el curso ordenado por la ley. Es la resolución más sencilla, por su forma y fondo.”
/  

La providencia es el trabajo jurisdiccional del tribunal, referido a un proceso específico. Si a esto se le agrega que, regularmente interviene el criterio del juez, para dirigir e impulsar las actuaciones conforme a derecho, llegamos a la conclusión que la providencia está íntimamente ligada a la facultad de juzgar en sí.

Dentro de las providencias judiciales, están las resoluciones


La ley reconoce tres tipos de resoluciones:

a) Decretos;

b) Autos (simples o definitivos); y

c) Sentencias.

Se llama decreto a la resolución judicial que resuelve el impulso y la ordenación natural del proceso.
“Los autos son simples o definitivos. Simples, si se dictaren, entre otros propósitos, para resolver incidentes, acordar medidas cautelares, definir cuestiones accesorias o resolver nulidades; definitivos, si le ponen fin al proceso, haciendo imposible su continuación en la  instancia o por vía de recurso, o si así lo determina “este código””
/.
Las sentencias deciden el fondo del proceso en cualquier instancia o recurso. 212 Inc. 2º.

Dentro de las providencias judiciales están los actos de comunicación procesal:

- Emplazamientos;

- Notificaciones;

- Citas.

Las resoluciones tomadas por los jueces en la realización de sus providencias internas
/, deben ser del conocimiento de las partes y para ello existen los llamados actos de comunicación, ya mencionados.
El emplazamiento solamente se da en un momento procesal, para hacer del conocimiento del demandado, que existe proceso en su contra; a parte de este momento procesal, no hay más emplazamientos, amenos que la causa se eleve a segunda instancia, donde puede verificarse otro emplazamiento, para la parte victoriosa de la resolución apelada.

Las audiencias, lógica e indudablemente, tienen calidad de providencias judiciales, son programadas por el tribunal y para ello, se notifica y se cita a las partes técnicas y materiales, respectivamente.

CAPÍTULO VII

CLASES DE PROCESOS

La ley clasifica los juicios, partiendo de una inmensa variedad de criterios; históricamente: juicios civiles, mercantiles, de inquilinato, penales, etc. Actualmente, juicios civiles – mercantiles,  penales, etc. En esta clasificación queda claro que el criterio es la materia. 

En cada uno de ellos, se realiza una subdivisión, los procesos judiciales civiles/mercantiles se engloban en dos grandes grupos:

a) Procesos declarativos;

b) Procesos especiales.

A la primera clase, es decir, el grupo de los procesos declarativos, pertenecen:
1º El proceso común. (Art. 240)  
2º El proceso abreviado. (Art. 241)  
Art. 239 y siguientes.

A la segunda clase, es decir, a los procesos especiales, pertenecen:

a) El juicio ejecutivo; (Art. 457)  

b) El juicio posesorio; (Art. 471)  

c) El juicio de inquilinato; (Art. 477)  
d) El juicio monitorio; (Art. 489)   

d.1 - El proceso monitorio por deudas de dinero; (Art. 489) y  

d.2 – El proceso monitorio para obligaciones de hacer, no hacer o dar. (Art. 497)  
(Ver Art. 90 Clases de pretensiones)
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